
Notas sobre la actual regulación de las 
tasas y precios públicos 

l. l NTRODUCCLÓN 

Tres objetivos, tal y como pregona 
su Exposición de Motivos, se marcó la 
Ley 8/1989, de 13 de abril. de Tasas y 
Precios Públicos (en adelante LTPP): 

a) Racionalizar y simplificar el sis­
tema tributario en lo que respecta a las 
tasas y las exacciones paraliscales. 

b) Flexibilizar legalmente la utili­
zación de este instrumento financiero 
y 

e) Delimitar los conceptos de tasa y 
precio público, con lo que dejarán de 
producirse confusiones scbre una y 
otra insti tución. Por su panc, la Expo­
sición de Motivos de la Ley 39/198R. 
de 28 de diciembre, reguladora de las 
Haciendas Locales (en adelante LRHL) 
justi fica la introducción del sistema de 
precios públicos -recursos no tributa­
rios- en la necesidad de dotar al r~gi­

mcn financiero municipal de mayor 
dinamismo y capacidad de adaptación 
a la realidad económica. 

Estas palabras quedan. si observa­
mos con detenimiento el aniculado. en 
una mera declaración de intenciones. 
Ambas disposiciones no sólo introdu­
cen un nuevo instrumento fi nanciero: 
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el precio público, sino que desvi rtúan 
a su trJv6s, el concepto de tasa. Si esta 
categoría ha planteado siempre pro­
blemas a la hora de adecuarla a los 
principios tributarios, el legislador ha 
optado por reconverti r gran parte de 
las actuales tasas en precios públicos, 
con lo que tales problemas desapare­
cen, al pasar al campo de las obligacio­
nes bilaterales. Pero, tal y como ten­
dremos ocasión de analiza r más ade­
lante, esta huí da del ámbito tri butario, 
no supone que el prec io público sea 
ajeno a la reserva de Ley y al principio 
de capacidad económica, al ser una 
prestación patrimonial impuesta de 
car:!cter público. 

ll. T ASAS Y PRECIOS EN 

EL CONTEXTO DE LOS 

INGRESOS PÚBLICOS 

Dentro del conjunto de ingresos 
públicos, es tradicional la diferencia 
entre ingresos de Derecho Públ ico e 
ingresos de Derecho Privado. Tres cri­
terios se han esgrimido para logr.tr tal 
distinción: presencia o no de potestad 
de imperio. tftulo del que se deriva el 
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derecho a percibir el ingreso y naturale-
7.a jurídico-pública del ente perceptor. 

Pornuestra parte, consideramos que 
son ingresos públicos de Derecho Pú­
blico aquellos que se obtienen del ad­
ministrado dentro de una relac iónju rf­
dicasometida al Derecho Püblico. Entre 
ellos se suelen distinguir: los tributos, 
las sanciones, los ingresos de mono­
polio, los emprésti tos públicos y dc­
tenninados ingresos extraordinarios. 

En este pumo cabe plantearse la 
siguiente interrogante ¿existen otros 
ingresos públicos de Derecho Público, 
distintos de los mencionados más arri­
ba?. La respues1a resulta afirmativa. 
Cuando el Estado presta un servicio o 
realiza una acti vidad que, por su natu­
raleza, deba ser prestada en régimen de 
Derecho Público, el ingreso a percibir 
del ciudadano debe calificarse de in­
greso público de Derecho Público, sin 
que cm;ucntre pacífico acomodo den­
tro de las catcgorfas tradicionales. Asf, 
el precio público se define en las leyes 
citadas como un ingreso público de 
Derecho Públi co, no tributario. 

Nuestra Constitución, an. 31, ve en 
el tributo el cauce nom1al para que los 
ciudadanos contribuyan al 
sostenimientos de los gastos públicos. 
Este instituto presenta unos caracteres 
determinados, primando sobre todos 
ellos, el que estamos ante una obliga­
ción ex lcge, que lo di fe rencia del resto 
de los ingresos públicos. También su 
an. !57 menciona las únicas clases de 
Lributos_oosiblcs en nuestro Derecho: 

tasas, cont ribuciones especiales e im-
puestos. Sabemos por tanto, lo que la 
Constitución conoce por tributo, al 
menos en sus rasgos esenciales, y sus 
tipos o clases, aunque remi ta lo que se 
entiende porcada uno de ellos al legis­
lado r ordinario. 

El art. 31.3 utiliza lus términos 
"prestaciones personales o patrimo­
niales de carácter público", en un sen­
tido amplio, incluyendo todas aque­
ll as obligaciones, cuya relaciónjurfdi­
ca esté sometida a normas de Derecho 

Público. y que resultan obligatorias 
para el particular, con independencia 
de su origen legal o contractual. 

El tributo es ajeno a toda idea de 
contraprestación mediata o inmediata. 
Esta afirmación se convierte en el eje 
central de nuestra argumentación. Esta 
nora no impide que determinadas figu­
ras tributari as se articulen en atención 
a las prestación de un determinado 
servicio o a la realización de una obra 
pública. Ahora bien, el Estado no tiene 
por qué acudir para financiarlos a las 
tasas o las contribuciones especiales, 
sino que razones de lógica o de una 
mayor aceptación o compresión por 
parte de los ciudadanos, hacen que 
sean éstas las figuras adecuadas. Man­
tener la tesis contraria es tanto como 
afirmar su carácter retributivo. 

Al hilo de estas reflexiones, el Es­
tado puede recabar de los ciudadanos 
precios por determinados servicios, cuya 
prestación se rige por normas de Dere­
cho Público. Como consecuencia, el 
ing reso. pese a tratarse de una 
contraprestación, se califi ca de ingre­
so público de Derecho Público, lo que 
ocurre a nuestro modo de ver con los 
precios públicos. 

Cuestión diversa es que la regula­
ción de la L TPP y de la LRHL, encu­
bra, en ciertos supuestos. bajo la forma 
de precios públicos, auténticas tasas, 
al configurarse como obligaciones ex 
lege. Esta no es razón válida para con­
ceptuar de pardfi scal, en todo caso, al 
nuevo instrumento financiero. 

III. DIFERENCIAS ENTRE 

TASAS Y PRECIOS 

No existen problemas para diferen­
ciarlas tasas de los precios que percibe 
un eme público en una relación en que 
imerviene como un panicularmás. Las 
primeras son tributos, mientras que en 
los segundos, al estar sometidos a nor­
mas de Derecho Priva do, el ente carece 
para su exacción de las facultades ex-



cepcionales de que está investido en el 
otro supuesto. 

La cuestión se plantea a la hora de 
diferenciar las tasas -tributos- de otros 
ingresos públicos de Derecho Público. 
que se ex igen como contraprestación 
por la prestación de un servicio o la 
realización de una actividad. Nos esta­
mos refi riendo a los precios públicos. 

Este es uno de los temas de eterno 
retomo de nuestra disciplina. Muchos 
han sido los criterios esbozados por la 
doctrina para delimitarlos. Sólo uno 
de ellos puede reputa~e como válido: 
el que hace referencia al origen de la 
obligación. La tasa es una obligación 
ex lege, mientras que el precio tiene 
origen contractual. 

Criterio que se centra tan sólo en la 
naturaleza de la relación jurfdica, sin 
acudir a otros ajenos a ella, tales como 
el tipo, carácter o modo de gestión del 
servicio. 

IV. LAS TASAS 

Podemos definir la tasa, como aquel 
tributo que se exige en atención a la 
prestación de un servicio público o de 
una actividad administrativa que inci­
de de manera panicular en el obligado 
a satisfacerla. Este concepto sigue, en 
Hncas generales, la noción ya clásica 
de Giannini y existe en tomo a ~1 una 
práctica unanimidad doctrinal. 

La peculiar estructura de su hecho 
imponible hace que se asocie a la tasa 
con una fonna de contraprestación, 
sobre todo en construcciones procc­
dentesde la Economra Financiera o, ya 
en el plano jurídico, apegadas a la 
teoría de la causa. Panicndo de la 
concepción de la tasa como una obli­
gación ex lege, se han propugnado 
conceptos que, de un modo u otro. 
tratan de resaltar la imponancia de 
alguno de sus elementos: carácter del 
servicio, naturaleza compulsiva o pro­
vocación del panicular. Ninguno de 
éstos son definitorios por sf solos. 

El Ordenamiento cspai\ol ha hecho 
suyo. hasta la LTPP y la LRHL, el 
concepto del que hemos panido, con 
alguna que otra matización, y asf se vió 
plasmado en el art. 26. l.a) de la Ley 
General Tributaria. 

Esta situación e ve alterada tras 
ambas Leyes -cuyo antecedente fué la 
Ley de Tasas y Precios públicos de la 
Comunidad Autónoma andaluza- que 
imroducen, en la configuración del 
hecho imponible, dos elementos aje­
nos a la auténtica natu raleza jurídica 
del tribu to y que deben de darse con­
juntamente. Nos referimos a la recep­
ción obligatoria del servicio o la acti­
vidad y a la imposibilidad de presta­
ción por el sector privado. 

Estos elementos se configuran como 
auténticos presupuestos del tributo, de 
manera que si no se dan conj untamen­
te, no surge en su integridad el hecho 
imponible que origi na el nac imiento 
de la obligación. Ahora bien, si la tasa 
es aquel tributo cuyo hecho imponible 
consiste en la realización de una acti­
vidad administrativa que incide de for­
ma panicular en el obligado ¿por qu~ 
introduci rnuevos elementos en el con­
cepto? Al parecer la finalidad perse­
gu ida por el legis lador ha sido la de 
matizar aún más la noción para dife­
renciarla de los precios públicos. Ello 
sería loable si los ele memos introduci­
dos respond ieran a la aut~ntica natura­
lczajurfdica del tributo y no que, como 
ocurre, además de ser ajenos a la mis­
ma son claramente coyunturales. 

El primero, habla de la necesidad 
de que el servicio ola actividad sean de 
sol icitud o de recepción obligatoria 
por los admi nistrados. ¿Tiene la nota 
de la voluntariedad suficiente entidad 
paraerigirsobreclla la distinción entre 
tasa y precio públ ico? Evidentemente 
no. Como sei\ala Ferreiro esta vfa sólo 
conduce al absurdo de poder dec ir, por 
ejemplo, que el Impuesto sobre la Renta 
puede configurarse como un precio, 
porque ganar o no renta es una opción 
libre del sujeto pasivo. El que la utili-
7.ación de un servicio público por los 
paniculares sea obligatoria o voluma- 179 
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ria, es una noLa ajena al propio servicio 
y es supccptible de ser modificada con 
cierta frecuencia. No olvidemos que 
los servicios obligatorios se imponen 
a los particulares por motivos de inte· 
rés público y cuya concreción depende 
del concepro de sociedad a que aspira 
el poder polltico. 

Tampoco existe un paralelismo entre 
servicios esenciales y servicios obli­
gatorios. Los primeros, hacen referen­
cia a las prestaciones que son indis· 
pcnsables para el desarrollo de la diná­
mica social Qusticia, de fensa, policía ... ). 
A los "serv icios esenciales de la Co­
munidad", se refiere el an.. 28.2 de la 
Constitución, emcndi endo como tales 
"los que satisfacen derec hos funda­
mentales, libertades públicas y bienes 
constitucionalmente protegidos". Sin 
embargo, el art. 5 de la L TPP, bajo el 
tftulo "Servicios públicos esenciales", 
califica de este modo, a los de j usticia, 
educación, sanidad, protección civil y 
asistencia social, pero admite el esta­
blecimiento tanto de tasas como de 
precios públicos, por su prestación. 

¿Qué hemos de entender por recep· 
ción obligatoria? Los preceptos no acla­
ran el sentido de la e¡¡ presión, por lo 
que hay que acud ir al concepto de 
precio público, lo cual hace 
interdcpender ambos y dice poco del 
método ut ilizado. El art. 23.2 de la 
L TPP enumera los supuestos en los 
que no se considera voluntaria la de­
manda por pane de los administrados, 
a saber: 

a) Cuando les venga impuesta por 
disposiciones legales y reglamentarias 
y 

b) Cuandoconsrituyacondición pre· 
vi a para reali7,ar cualquier actividad u 
obtener de rechos o efectos j urídicos 
determinados. Ambos supuestos, más 
que aclarar el alcance de la obligatoric· 
dad, lo oscurecen. Así por ejemplo, 
opina Manín Qucralt, la ccnificación 
expedida por Sanidad de no padecer 
enfermedad i nfccto-co ntagio~a. scrfa 
tasa o precio público en función de la 

cualidad del solicitante. Si fuera solí· 
citada por un funcionario público, se­
ria una tasa. al venirlc impuesta por 
una disposición legal o reglamentari a. 
Si fue ra un panicular que necesita en­
trar en una empresa privada y puede 
acudir a cualquier médico, será un 
precio público. 

El segundo de los elementos se 
refiere a que el servicio o la actividad 
no puedan prestarse por el sector pri­
vado, ya sea porque impliquen inter­
vención en la actuación de los panicu­
lares o cualquier otra manifestación 
del ejercicio de autoridad, o bien por­
que dichos servicios tengan estableci­
da su reserva a favor del sector públi­
co. En orras palabras, la imposibilidad 
de prestación por el sector privado 
viene detenninada por la propia natu­
raleza del servicio o actividad, en tamo 
que sea inherente a la soberanía del 
Estado y suponga ejercicio de autori­
dad, o porque sean prestados en régi­
men de monopolio. De ambas notas, 
sólo la primera es intrfnseca al servicio 
público. Así se pueden cali ficar de 
tasas, lasque se exigen por la interven­
ción administrativa sobre las activ ida­
des de Jos particulares (Ejemplo: tra­
mitación de licencias, visados o auto­
rizaciones administrativas. etc.), por 
la realización de una actividad de poli· 
cía (Ejemplo: controles aduaneros, vi­
gilancia, etc) y las exigidas a conse­
cuencia de la actividad ccrtificame del 
Estado (Ejemplo: expedición de ccni­
ficados, sellado de libros, incripciones 
en Registros oficiales, cte.). 

La reserva a favor del Ente, es una 
nota ajena al servicio público y, sobre 
todo, pasajera, en la cual inciden razo­
nes económicas, polfticas_y sociales. 

Ambos elementos deben ser, por 
tanto, expulsados del concepto, pues, 
en caso contrario, su aplicación puede 
llevamos a situaciones absurdas como 
denominar precio a una auténtica obli­
gación tributaria, por el mero hecho de 
que se califique de voluntaria la de· 
manda de un servicio. La única dife­
rencia válida entre tasa y precio públi-



co se encuentra en el carácter legal o 
voluntario de la obligación. 

Pero, además de estos elementos, 
encontramos orad i ferenc i a fu ndamem al 
respectO de la legalidad anterior: des­
aparece la utilización privativa o el 
aprovechamiento especial del domi­
nio público como una de las modalida­
des clásicas de la tasa. Resul!a dificil 
compaginar el origen voluntario de los 
precios con la inalienabilidad que ca­
racteriza, por definición, a este tipo de 
bienes. 

La L TPP es una Ley ordinaria y, 
por tanto, no vincula al legislador fu­
turo. Todo lo contrario de lo que ocu­
rre en las Comunidades Autónomas, 
que se hallan vinculadas por la nueva 
redacción dada a la Ley Orgánica de 
Financiación de las Comunidades Au­
tónomas, y en las H acicndas Locales. 

El fundamento de la tasa se encuen­
traen ser, como el resto de los tributos, 
una manifestación del deber de contri­
buir al sostenimicmo de los gastos 
públicos por panc de los ciudadanos. 
La peculiar estructura del hecho 
imponible de la tasa hace que la propia 
legitimidad de esta figu ra, exija la pres­
tación efectiva del servicio público o 
la realización de la actividad adminis­
trativa que afecta de algún modo al 
obligado. En ca.~o contrario, estare­
mos ante un impuesto, al gravar una 
manifestación de capacidad económi­
ca sin atención a ningún otro elemen­
to. E.~ t a exigencia no es absoluta. El 
carácter de detenminados servicios que 
se prestan en todo caso por el ente 
público y a los que accede libremente 
el usuario, sin control alguno o cuyo 
control es muy dificultoso (Ejemplo: 
el de recogida de basuras), hace que 
este requisito deba ser contemplado 
desde otra óptica, o sea, desde la posi­
bilidad del libre acceso a un servicio 
de prestación efectiva y contfnua. 

Las tasas, ya sea por su origen -
para fi scal en algunos ca~os- o por el 
ente público que las exige -los entes 
locales- han sido campo propicio ¡:ara 

eludir la reserva de Ley. No existen 
delicicncias respecto al básico pri nci­
pio en la regulación actual de esta 
figura, aunque resulta criticable el in­
tentar adecuar la estructura de estable­
cimientO de tasas de los entes locales, 
al Estado o las Comunidades Autóno­
mas,quecuemancon sus propias Asam­
bleas legislativas. 

La incidencia del principio de ca­
pacidad económica en este tipo de tri­
butos es, de nuevo, uno de los temas 
clásicos de nuestra disciplina y donde 
la nueva regulación difiere en función 
del sujeto activo. Así, m icntras su apli­
cación se exige en las tasas locales 
respecto de todas ellas: en las autonó­
micas y estatales, lo es sólo en aquellas 
cuyas caractcrf ticas lo pcm1itan. El 
legislador ha hufdo, por lo demás, de 
reseñar o al menos enunciar, los 
parámetros o criteri os a los que referir 
la capacidad económica, con lo que se 
siguen vislumbrando tan sólo, bien el 
acudir a un tipo progresivo o la vfa de 
las exenciones respecto a aquellos con­
tribuyentes que detentan una menor 
capacidad económica. 

V. Los PRECIOS PÚBU COS 

Existe una noción de precio públi­
co fru to de la Ciencia de la Hacienda y 
la Economía Financiera. que lo identi­
fica con aquella contraprestación que 
percibe un eme público por la realiza­
ción de una actividad administrati va, 
que produce un ingreso igual al coste 
de producción. 

Podemos definir el precio público, 
ya desde una óptica jurídica, como 
aquella contraprestación que obtiene 
un ente público por la prestación de un 
servicio o el desarrollo de una activi­
dad en régimen de Derecho Público. 
Tres requ isitos básicos encontramos 
en este concepto. En primer lugar, se 
trata de una comrapn:stación. La fuen­
te de la obligación es siempre un con­
trato, aunque, a posteriori , el servicio 
o la actividad resulten obligatorios de 
hecho para el usuario. En segundo 181 



182 

lugar. estamos siempre ante un eme 
público. Por último, la actividad admi­
ni~trJtiva debe de~arrollarsc en régi­
men de Derecho Público, contando la 
Administración para su exacción de 
una.~ prerrogativas excepcionales que 
no contarla en otro caso. Estos tres 
requisitos han de darse conjuntamen­
te, pues en caso contrario, no estaría­
mos ante tal instrumento financiero. 

La L TPPy la LRI-I L mencionan por 
ve7. primera el término precio público 
dentro del contexto de ingresos públi­
cos, pero su intento ncsulta fallido. Por 
un lado, se vinculan tasas y precios 
públicos, como si formaran pane de 
una misma especie, siendo sólo peque­
i'las diferencias de matiz -solicitud o 
recepción obligatoria del servicio e 
imposibilidad de prestación por el sec­
tor privado- las que detem1i nan la op­
ción cntnc una y otra. De otro, como 
consecuencia del anterior. se palpa en 
su regulación una verdadera hufda del 
género tributario hacia formas de fi ­
nanciación menos rigurosas, en prin­
cipio, respecto a la tutela de las garan­
tías del administrado. 

Tal y corno hemos definido el pre­
cio público éste se presenta como una 
auténtica prestación personal o patri­
monial impuesta de carácter público. 
Se exige en régimen de Derecho Públi­
co. lijando la Ley sus elementos esen­
ciales. Sin embargo, la obligación nace 
de un acuerdo de voluntades. pero de 
llccho se convierte en obligatoria a 
cargo de una persona, ya sea porque su 
voluntad está prácticamente condicio­

todua ¡¡ur ta Ullll¿a(;IUII U\! Ull S\!CVICIO 

público o por pertenecer a determina­
das categorias de sujetos. 

Tncs son los supuestos en que pue­
den establecerse pnccios públicos. to­
dos ellos muy dirercntcs entre sL El 
primero se refiere a la utilización pri­
vativa o al aprovechamiento especial 
del dominio público. Este era uno de 
los aspectos clásicos del elemento ob­
jetivo del hecho imponible de las ta­
sas. Pasa a dar lugar a un precio públi­
co, tal y como se infiere de la Memoria 

del Proyecto de la L TPP, porque no se 
puede considerar de coactiva la presta­
ción exigida por la utilización privati­
va o el aprovechamiento especial. 

El segundo de los supuestos. nos 
remite a los servicios públicos posta­
les, tradicionalmente financiados por 
tasas y que pasan a la órbita del precio 
público. Curiosa evolución la de estos 
ingresos. considerados en un principio 
como impuestos, dentro del ámbito 
del Timbre del Estado, y que llegan a 
ser considerados tasas a panir de la 
Ley de 22 de diciembre de 1953. En los 
úl timos ai\os venfan configurándose, 
según el an. 42.1 del Texto Rerundido 
de Tasas Fiscales, como tasas en régi­
men especial. 

El último supuesto contempla la 
prestación de servicios o realización 
de actividades, crectuadas en régimen 
de Derecho Público, siempre que los 
mismos no sean de solicitud o recep­
ción obligatoria para los administra­
dos o que sean susceptibles de ser 
prestados o reali7.ados por el sector 
privado. '<os rem itimos al comentario 
ronnulado sobre estos requisitos en el 
concepto de tasa. 

Hemos reiterado que los precios 
públicos son prestaciones patrimonia­
les de carácter público. Esta conside­
ración conlleva la reserva de Ley en 
materia de precios públicos, que se 
incumple en la regulación actual. No se 
lija lfmite máximo alguno. sólo el mfni­
mo: el coste del servicio. Pero se va más 
allá, penniticndo que los propios Orga­

nos Autonomos pueoan oetennmar su 
cuantía. Por eUo, no dudamos en calili­
carla de inconstitucional. Ténucs rcre­
rencias cabe encontrar en ella del prin­
cipio de capacidad económica, tan sólo 
al eximir del pago del precio a personas 
con una débil econom!a. 

VL NOTAS FINALES 

La regulación actual de las tasas y 
precios públicos es rruto, entendemos. 
de un cúmulo de errores. De alguno de 



ellos nos hemos ocupado en esras pá­
ginas. Esdeelogiarquc, de una vez por 
rodas, se discipline la caregorfa del 
precio público, pues, con anterioridad 
a la LTPP y a la LRHL, eslos ingresos 
públicos estaban hu6rfanos de una re· 
gulación especffi ca. Pero ello debe 
hacerse sin modi ficar susrancialmcme 
el conccplo de tasa. En este sentido, 
somos de la opinión que el legislador ha 
ido más allá de lo que le permite el texto 
constitucional. Cuando el an. 157 de la 
Consri tución habla de rasas, acoge el 
concepto usual de nuesrro entorno jurf· 

dico. Es decir, aquél tributo que se 
exige en atención a una detenninada 
actividad del ente público. No cahc 
ailadir. como hacen estas disposicio­
nes, elementos ajenos a la propia natu­
raleza de la taSa como tributo. 

Por úl timo hemos reiterado que ta­
sas y precios públicos se diferencian 
en el origen de la obligación, legal en 
un caso y contractual en orro. He aquf 
la verdadera pied ra de roque de la que 
debe panir-asflo esperamos- una pronra 
reforma lcgislaliva. 
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